
REGISTRO Nº      FOLIO Nº

                      EXPTE. Nº 107.957

                     JUZG.Nº 8 SEC.Nº 5

En la ciudad de Mar del Plata, a los       10       días del mes de agosto del año  dos mil seis, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Co​mercial, Sala Primera, en acuerdo ordinario a los efec​tos de dictar sentencia en los autos: "CHAIA ELENA R. C- CHAIA ALBERTO Y OTRO - ACCION DE REDUCCION - FRAUDE - SIMULACION", habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial, resultó del mismo que la votación debía ser en el siguiente orden: Doctores Juan José Azpelicueta, José Manuel Cazeaux y Horacio Font.


El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S


1a. Es justa la sentencia de fs. 1339-1358 vta.?


2a. Qué pronunciamiento corresponde dictar?


A LA PRIMERA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR AZPELICUETA DIJO:


I. Dictó sentencia a fs. 1339-1358 vta. el Señor Juez de Primera Instancia haciendo lugar a la demanda deducida por ELENA ROSA CHAIA contra ALBERTO ENRIQUE CHAIA, "COFAMA S.A.", PABLO LINA, ROLANDO ENZO TESTINI y RODOLFO ARMANDO SASSI y, de consuno, declaró inexistentes por simulación absoluta los actos jurídicos que dan cuenta los instrumentos de fs. 514-6, 519-21, 522-24, 528-30, 533-35 y 536-538 y la inoponibilidad de la persona jurídica "COFAMA S.A." a la demandante, reconociendo a ésta el derecho de recibir en especie la parte que le corresponde como heredera forzosa de sus padres JOSE CHAIA y REBECA POLAK, computándose para ello los bienes que éstos transmitieron a dicha sociedad, la que deberá reducir su capital en la proporción a determinar o, a opción de sus socios, proceder a su disolución definitiva. Asimismo, condenó a los codemandados a abonar a la actora, en el plazo de diez días de quedar firme su liquidación, una suma a determinar en concepto de "pérdida de chance", con más la de pesos treinta y cinco mil ($ 35.000-) por "daño moral", con más intereses como lo pauta y costas.


II. Luego de distintos escarceos procesales, quedaron como apelantes los coaccionados LINA, CHAIA y TESTINI, quienes expresaron agravios a través de las piezas lucientes a fs. 1388-1391 vta., a fs. 1401-1408, y a fs. 1418-1419, respectivamente.


A sus propios términos me remito en homenaje a la brevedad, no sin antes recordar que los mismos fueron respondidos por la actora con los escritos glosados a fs. 1409-1417 vta., a fs. 1421-1435 vta. y a fs. 1437-1445 vta., también respectivamente.


Igualmente, destaco el error del "a-quo" al conceder el recurso de apelación de fs. 1361 "en relación" (v. fs. 1361 vta.) cuando debió serlo libremente". De todos modos, el memorial de fs. 1401-1408 y su responde, aventa la anomalía de marras en función de lo dispuesto a fs. 1382 (arts. 243, 254 y 271 seg. ap. del CPC).


III. En trance de decidir, principio por la cuestión referida a la caducidad que, con base en el artículo 393 del rituario, preocupa a LINA, a CHAIA y a TESTINI.


En tal menester, memoro que, en general, un documento es falso cuando él no se conforma con la realidad. Al respecto es menester distinguir el documento como objeto material (aspecto extrínseco) de las afirmaciones o manifestaciones que contiene (aspecto intrínseco), distinción que conduce a reconocer dos tipos de falsedad: la material y la ideológica, según que, respectivamente, la falta de conformidad con la realidad se presente con la apariencia o con el contenido del documento.


La redargución de falsedad, sin embargo, como acto procesal destinado a obtener la declaración de invalidez de un documento público (o de un documento privado reconocido), no cubre todas las posibilidades de falsedad ideológica que puedan presentarse. Si se trata, en efecto, de un documento público, la redargución de falsedad puede fundarse: 1º) En la adulteración material resultante de no haber sido otorgado por el funcionario que aparece suscribiéndolo, o, de haberse alterado, sea en la matriz o en la copia, por vía de supresiones, modificaciones o agregados, una o más de las enunciaciones que contenía (falsedad material); 2º) En la inexactitud de los hechos que el oficial o funcionario público hubiese enunciado como cumplidos por él mismo, o que han pasado en su presencia (art. 933 del Código Civil) (falsedad ideológica).


La redargución de falsedad, por consiguiente, es inadmisible para acreditar la falsedad ideológica de los hechos simplemente relatados por las partes al oficial o funcionario público (arts. 994 y 995 del Código Civil), ya que, en tal supuesto, es suficiente la simple prueba en contrario (Cfr., con este desarrollo, PALACIO: "Derecho Procesal Civil", Tomo IV, págs. 455-456, núm. 433, literales "a" y "b").


En tal orden de ideas, se ha dicho, el artículo 993 determina  la fuerza probatoria de las partes del instrumento relativas a hechos que el oficial público manifiesta que se han cumplido por él mismo o que pasaron en su presencia. Lo que aquí se ataca es ajeno a estos supuestos pues, referido a declaraciones de las partes, no se pretende alegar su falsedad material, sino su falta de sinceridad, hipótesis normada por el art. 994 (Cfr. SALVAT: "Parte General", 9a. ed., Tomo 2, pág. 315, nº 1381; Excma. S.C.B.A., JA, 1965-I-658, voto del doctor PORTAS; etc.). Por lo demás, ya en un viejo precedente se sentó "que la acción de simulación es independiente de la falsedad del instrumento público, porque éste se refiere a una alteración física de lo escrito, mientras que la simulación es una alteración intelectual, donde los contratantes fingen o alteran la verdad subjetiva del consentimiento manifestado, declarando una cosa no querida o no querida de aquel modo" (C.fr. C.Civ., 1ra., LL, 9-842 y G.F., Tomo 133-291). Uno vicia el elemento espiritual, mientras el otro afecta la parte corpórea del acto; por ello resulta imposible la confusión entre ambas figuras (Cfr. CAMARA: "Simulación en los actos jurídicos", 2da. ed., pág. 63, núm. 46, literal "a", "in fine").


Atento como quedó trabada la litis, lo expuesto releva de mayores comentarios para el desechamiento de los agravios de los vencidos cuitosos.


IV. En punto a la alegada prescripción de la pretensión actoral concorde al dispositivo normativo contenido en el artículo 4030 del Código Civil, digo que, contrariamente a lo resuelto por el Judicante, tal norma comprende a la simulación absoluta o relativa, lícita o ilícita, o tenga lugar entre partes, o sea la acción deducida por terceros (Cfrs. Excma. S.C.B.A., LL, 131-333; LL, 156-96; etc.).


Pero hasta aquí llegan mis coincidencias con los apelantes puesto que, estimo, el plazo prescriptorio de dos años no se encontraba cumplido en el momento de incoarse la pretensión actoral (15-10-96; v. fs. 133; arts. 124 del CPC y 3986 prim. ap. del fondal). En efecto, esta última debe entablarse desde que se abra la sucesión y se conozca el vicio; pero la prueba de que el término de la prescripción ha corrido y que, por consiguiente, la acción de simulación se halla prescripta, va cargada a quien excepciona (arts. 4030 citado y 375 del CPC) (Cfr. Excma. S.C.B.A., DJBA, 146-276; etc.). Ello no es más que una aplicación del antiguo adagio "reus in exceptione fit actor".


En la especie, al demandar se adujo que: "VI-HECHOS (...). Los hechos que son narrados en los puntos subsiguientes han sido reconstruídos por mi parte recientemente, esto es, mucho después de acontecidos. (...). En su mayoría se trata de indagaciones realizadas por letrados, puesto que -por razones familiares que se expondrán adelante- nunca tuvo mi conferente conocimiento acabado directo o indirecto de tales sucesos..." (v. fs. 115); aditando que: "Mi parte nunca tuvo ingerencia en los negocios familiares, desde que -por motivos personales- nunca tuvo interés en el ejercicio del comercio" (v. fs. 115 vta.; art. 330 inc. 4º del CPC). Tal dato fáctico no mereció réplica específica de los coaccionados por lo que corresponde tenerlo por verdadero y reconocido (art. 354 inc. 1º prim. ap. y 2º del CPC; cfr. Excma. S.C.B.A., LL, 131-333; etc.) (v. tamb. a fs. 1140 vta.-1141, abs. de ALBERTO ENRIQUE CHAIA a la pos. nona de fs. 1138-1139; art. 421 del CPC).


Es más, nuestra Casación ha sentado que el punto de partida para determinar el momento del conocimiento del vicio no es el de la inscripción en el Registro de la Propiedad (v. fs. 92-104; art. 394 del CPC). La noticia que la ley exige (art. 4030 prim. ap., "in fine") no puede ser otra que la concretamente cierta, según condición que no llenan los asientos del tipo dicho. La publicidad que éstos aseguran no va más allá de la exclusivamente administrativa de poner a disposición de ciertos grupos de interesados la certificación de sus datos. El registro es público para quien tenga interés legítimo en averiguar el estado de los bienes, títulos, limitaciones o interdicciones inscriptas. Esa misión informativa, que no actúa con eficacia automática sino a instancias de los consultantes, no llena la explicación política en que se basa la liberación prescriptiva; menos cuando; como en el caso, no se trata tan sólo de la constatación registral del acto sino y además de la posesión del conocimiento de otros aspectos subjetivos como los referentes a la existencia del fraude mismo contenido en el acto registrado (v. últ. fallo cit., voto del doctor BREMBERG) (los resaltados me pertenecen).


Por ende, por distinto sendero postulo el rechazo de la defensa de marras, pues, itero, a tenor de lo expuesto, en la data de promoción de la pretensión no había transcurrido el plazo de dos años, contados desde que la "falsa causa" fue conocida por ELENA ROSA CHAIA (art. 4030 cit., prim. ap., "in fine" y 344 del CPC); esto es, no había operado el "medio" o la "excepción" que, basada en el corrimiento de la temporalidad, hubiera permitido "repeler" la acción instaurada y "libertarse" del cumplimiento de la obligación (arts. 3947 y 3949 del Código Civil).


V. En cuanto a la cuestión de fondo, los sendos recursos de LINA y de TESTINI (v. f. 1391 y fs. 1418-1419, respectivamente), colijo vienen a menos. En efecto, esta Sala tiene reiteradamente dicho que los escritos continentes de los declamados agravios pecan por deficientes pues las meras -y obvias- discrepancias con la interpretación judicial no constituyen aquéllos en el sentido que el rituario le ha asignado al vocablo (art. 260). Es que la expresión de agravios supone dos elementos que confluyen para determinarla: uno es la existencia del perjuicio que se infiere a la parte quejosa, lo que muestra un aspecto endógeno con sus consecuencias; pero los recaudos no se detienen allí porque el perjuicio, para llegar al ámbito conceptual de agravio, debe provenir de errores de la sentencia, lo que aquí queda indemostrado ante los argumentos periféricos e inútil dialéctica sin entidad legal que torna ineptos los susodichos libelos para cumplir su función (v., por todos los precedentes, causa nº 123.850, sent. del 29-05-03). En conclusión, la inidoneidad recursiva (art. 260 citado) necesariamente ha de provocar la declaración de deserción y, por ello, la firmeza capitular del resolutorio en análisis (art. 261 del CPC).


Ante el cúmulo presuncional que describe el "a-quo" para aseverar la inexistencia de las operaciones inmobiliarias y no obstante sus deserciones recursivas (v. "ut-supra"), LINA y TESTINI, distraídamente, aparentan haber actuado correctamente, en postura inatendible ante la calidad y extensión de los indicios recogidos en sentencia. Olvidan que la simulación supone un concierto, una inteligencia entre las partes; éstas cooperan juntas en la creación del acto aparente, en la producción del fantasma jurídico que constituye el acto simulado. Sin el concierto de todos, la simulación no es posible; no basta con el propósito de uno sólo; pues con ello se tendría una reserva mental, no una simulación (Cfr. FERRARA: "La simulación en los actos jurídicos", pág. 62; C.Apel.C.C., Junín, causa nº 26.281, sent. del 21-02-91; etc.).


Respecto del recurso de ALBERTO ENRIQUE CHAIA (v. fs. 1405-1408), comienzo por recordar que el demandado por simulación tiene la obligación moral de aportar la mayor suma de antecedentes para llevar a la conciencia del Juez la convicción de la licitud de los actos sospechados, demostrando así su buena fe y el sincero propósito de contribuir a la averiguación de la verdad; obligación que en cierto aspecto es legal y consiste en aportar al proceso el mayor número de pruebas para dejar acreditada la realidad del acto impugnado, aunque ello no implique exonerar de esa carga al impugnante. La ausencia de prueba de descargo crea graves presunciones, porque en estos procesos no rige en forma absoluta el principio del "onus probandi" (Cfrs. C.Apel.C.C., Junín, LL, 1991-D-497 y DJ. 1990-2-602; C.N.Civ., Sala G, ED, 110-140; C.N.Fed.C.Adm., Sala III, LL, 1990-C-149; C.N.Civ., Sala D, LL, 1991-C-25 y DJ, 1991-2-14 y ED, 140-519; etc.). Es que si bien -en principio- la prueba recae sobre quien impugna el acto simulado, ello no significa que la accionada no debe realizar su aporte probatorio en aquellos aspectos que sólo ella está en condiciones de suministrar, como ser lo relativo a su solvencia económica en relación al monto de la operación, si es quien compró, y aplicación del producido de la venta, si es quien vendió, y con ello demostrar la sinceridad del acto que se ataca (Cfr.C.C.Rosario, Juris, 81-141; etc.).


Por eso, junto a las presunciones legales existen las denominadas simples, judiciales o de hombre, las cuales consisten en el argumento que partiendo de un hecho conocido y valorándolo a la luz de las reglas generales de experiencia (art. 384 del CPC), conduce al Juez al convencimiento de la existencia de un hecho desconocido. El proceso formativo de la presunción presenta de tal manera al Juez tomando como punto de partida uno o más hechos básicos denominados indicios, seleccionando luego, por valoración, una regla de experiencia que acuerde a esos hechos un determinado sentido, y deduciendo, por último a través de esa confrontación, la existencia del hecho que se intenta probar.


De lo dicho se infiere que las presunciones simples tampoco constituyen medios de prueba, pues se hallan configuradas por operaciones valorativas e intelectuales que el Juez realiza en oportunidad de dictar sentencia, basándose, para ello, en hechos indiciarios cuya existencia se ha demostrado, a su vez, merced a la utilización de otros medios probatorios. Se trata, en suma, no de medios, sino de argumentos de prueba (C.fr. con este desarrollo, PALACIO: "Derecho Procesal Civil", Tomo V, pág. 451, núm. 665, literal "b").


De acuerdo al artículo 163 inciso 5º apartado segundo del CPC, pese a la circunstancia de que la formulación de presunciones simples se halla sujeta a las reglas de la sana crítica -con la correlativa libertad de valoración que ello involucra- (art. 384, ibídem), se condiciona la eficacia probatoria de aquéllas a la concurrencia de ciertos requisitos que atañen al logro de la mayor certeza posible en cuanto a la existencia del hecho que se trata de conocer, a saber: a) Los hechos o indicios tomados como punto de partida deben encontrase debidamente comprobados, esto es no se exige al respecto una prueba determinada, de modo que la demostración de aquéllos pueda resultar del uso de los medios probatorios corrientes (documentos, reconocimiento judicial, confesión, testigos, informes y peritos) e incluso de aquéllos que no previstos por la ley encuadran en la prescripción contenida -v.gr.-  en el artículo 376 del CPC. De ello se infiere que las presunciones simples no alteran las reglas normales sobre distribución de la carga de la prueba (art. 375, ibídem), pues la parte que invoca la presunción debe demostrar el hecho o hechos indiciarios, sin perjuicio que la otra parte, a fin de desvirtuar la eficacia de aquél/los, produzca prueba en contrario; b) En cuanto a su "número", en rigor la pluralidad debe entenderse referida, no a las presunciones, sino a los hechos indiciarios sobre los cuales se basan. De conformidad con las reglas de la sana crítica, una sola presunción, cuando reviste gravedad y precisión, puede resultar suficiente para acreditar la existencia de un hecho. Por lo demás, un solo indicio, cuando se trata de los llamados "necesarios" por fundarse en reglas naturales y constantes, puede servir de base para formular una presunción (cfr. DEVIS ECHANDIA: "Compendio de pruebas judiciales", pág. 627); c) La "gravedad" de la presunción atañe a su aptitud para generar un suficiente grado de certeza, y no de mera probabilidad acerca de la existencia del hecho que es objeto de prueba. Pero para que ello ocurra aquélla debe ser "precisa", lo cual requiere no sólo que entre el hecho o hechos probados y el deducido medie una conexión directa, sino que aquéllos sean susceptibles de interpretarse en un sentido único; y d) Finalmente, los indicios deben ser "concordantes", es decir no excluyentes, y formar por lo tanto entre sí un conjunto armonioso y coherente (Cfr.PALACIO: Ob. y Lug.cits., págs. 452-453, núm. 665, literal B- "a" y "b"; v. tamb. CAMARA: Ob. cit., págs. 202-203, núm. 143; etc.).


¿Y cuál es la colecta de indicios que permiten en esta causa afirmar presuncionalmente la existencia de la/s simulación/es declarada/s por el Señor Juez de Primera Instancia?. Veamos.


a) Los relacionados con las partes que intervinieron en los actos impugnados: 1º) La existencia de una estrecha vinculación entre ellas, sea parental, aun por afinidad, o amical íntima (Cfrs. C.N.Civ., Sala B, LL, 132-181; Sala C, JA, 1969-III-142; Sala F, LL, 117-772; Sala A, JA, 1952-I-527; Sala C, LL, 81-153; Sala F, LL, 122-953-S-13.705; C.Com., JA-69-347; Excma. SCBA, JA, 1961-III-512; S.C.Catamarca, JA, 1966-II-435; C.N.Civ., Sala A, JA, 1967-VI-93; C.Apel.C.C.Mar del Plata, Sala 1ra., LL, 117-821-S-11.484; C.Civ. 1ra., JA, 1950-II-306; C.N.Civ., Sala B, LL, 99-709; Sala C, LL, 81-153; C.N.Com., Sala C, LL, 105-691; C.N.Civ., Sala G, ED, 110-140; C.Apel.C.C.San Martín, SPLL, 980-492 (440-SP); etc.).


2º) La falta de capacidad económica de quienes figuran como adquirentes (Cfrs. C.Civ,.1ra., JA, 1950-II-306; C.Civ. 2da., LL, 33-182; C.N.Civ., Sala C. LL. 91-216; Sala F, LL, 117-772; C.N. Com., Sala B, LL, 104-500; C.N. Paz, JA, 1945-IV-166; Excma. SCBA, LL, 101-198; C.C.C.1ra.La Plata, JA, 1958-III-328; S.C.Catamarca, JA, 1966-II-435; etc.), a lo que se vincula la ausencia de demostración sobre el origen del dinero y su destino posterior (Cfrs. C.Civ.2da., JA, 67-106; C.N.Civ., Sala A, JA, 1967-VI-93; Sala B, LL, 132-181 y LL, 99-700; C.N. Paz, JA, 1945-IV-166; C.N.Civ., Sala F, LL, 1992-B-542 y DJ, 1992-1-1204; etc.).


3º) La ausencia de interés en la realización del acto, pues los inmuebles transferidos no tienen ninguna utilidad para los compradores (Cfr.C.Apel.C.C.1ra.La Plata, JA, 1958-III-328; etc.); domiciliados por lo demás fuera del asiento territorial de aquéllos.


Y 4º) La importancia que tenían los bienes enajenados en el patrimonio ya sea por su valor o por su lógico interés en conservarlos (Cfrs.C.Civ.1ra., JA, 63-827; C.N.Civ., Sala B, LL, 132-181; Sala C, LL, 91-216; Excma. SCBA, JA, 1961-III-512; S.C.Catamarca, JA, 1966-II-435; etc.); especialmente si las ventas son simultáneas o en bloque (Cfr. C.C. 2da. Córdoba, CJ, 11-286; etc.).


b) Los extraídos de las modalidades de los contratos: 1º) El pago anticipado del precio (Cfrs.C.Civ.1ra., JA, 1950-II-306: C.Civ.2da., JA, 67-106; C.N.Civ., Sala A, JA, 1966-II-568; Sala C, LL, 81-193; Sala D, LL, 118439; C.N.Com., Sala C, LL, 105-691; Excma.SCBA, JA, 1961-III-512; C.Apel.C.C. 2da.La Plata, DJBA, 55-98; C.Apel.C.C.Mar del Plata, Sala 1ra., LL, 117-821-S-11.484 y LL, 1988-D-26; C.N.Civ., Sala G, ED, 110-140; etc.).


Y 2º) El precio vil (Cfrs. C.N.Civ., Sala A, JA, 1962-I-354 y JA, 1967-VI-93; Sala B, LL, 132-181 y LL, 99-709; Sala C, LL, 91.216 y JA, 1969-III-142; Sala F, LL, 117-772; Excma. SCBA, JA, 1961-III-512; C.Apel. C.C.Dolores; DJBA, 7-99; C.N.Civ., Sala G, ED, 110-140; Sala F, LL, 1992-B-542 y DJ, 1992-1-1204; etc.).


c) Los que surgen de la conducta de las partes: 1º) Prescindencia de los efectos propios de los actos celebrados, pues el vendedor no hace tradición material de los inmuebles (Cfrs.C.N.Civ., Sala A, JA, 1967-VI-93; Sala B, LL, 99-709; Sala C, LL, 81-193 y JA, 1969-III-142; C.N.Com., Sala C, LL, 105-691; C.Apel.C.C.1ra.La Plata, JA. 1958-III-328; C.Apel.C.C.Mar del Plata, Sala 1ra., LL, 117-821-S-11.484; C.C.2da.Córdoba, CJ, 12-1; S.C.Catamarca, JA, 1966-II-435; etc.).


2º) Continúa conduciéndose como dueño (Cfrs.C.Fed.Córdoba, JA, 75-508; C.Civ.1ra., JA, 1950-II-306; C.Civ.2da., LL, 29.677; C.N.Civ., Sala A, JA, 1962-I-353; Sala B, LL, 79-41; Sala C, LL, 81-153; Sala D, LL, 73-514; C.Com., JA, 69-347; etc.).


3º) La "retentio possesionis" y el otorgamiento simultáneo con las ventas al vendedor de un mandato irrevocable de administración y disposición, sin obligación de rendir cuentas, apareciendo aquél efectuando pagos para su conservación o referidos a impuestos o servicios (Cfrs.C.C.Rosario, Sala I, Juris, 81-501; C.N.Civ., Sala G, LL, 1986-A-278 y ED, 110-145; C.C.Córdoba, Sala 3ra., LLC, 978-85; C.N.Civ., Sala F, LL, 1992-B-542 y DJ, 1992-1-1204; etc.).


Y 4º) La mención en tales poderes de la existencia de contradocumentos con respecto a las ventas que se atacan, evidencia incontrastable de la irrealidad de las mismas (art. 960 del Código Civil); etc..

                 Es que a través de la axiología de los distintos medios de comprobación quedan justificados hechos (indicios) que permiten,formando una amalgama convictiva, arribar presuncionalmente a la existencia de simulaciones absolutas (arts. 955 y 956, ibídem).


Ello así por cuanto, en punto a las relacionadas con las partes que intervinieron en el/los actos/s impugnado/s (v. "ut-retro", literal a), no se halla controvertida la situación de amistad íntima en que se hallaban los litisconsortes pasivos, como el parentesco por afinidad de LINA (casado con la hermana de REBECA POLAK, madre de los litigantes CHAIA) quien ya aparece, junto a su cónyuge, como testigo del nacimiento de la aquí actora (v.fs. 5 del expte. sucesorio atraillado al presente; arts. 374 y 385 del CPC) (v. su numeral 1º).


Igualmente, los codemandados involucrados no han probado su capacidad económica para comprar los raíces, ni, consecuentemente, de dónde o cómo obtuvieron el dinero para adquirirlos (art. 375, ibídem), como así ALBERTO ENRIQUE CHAIA no explica satisfactoriamente la difuminación  del precio supuestamente cobrado (v., a fs. 1141 vta., abs. a la pos. décimosexta del pliego de fs. 1138-1139; art. 421 del CPC); cuando la vendedora -"COFAMA S.A."- no realizó balances, ni desarrolló actividad alguna vinculada con su propio objeto, ni tuvo cuenta bancaria a su nombre (v., a fs. 1140 y a fs. 1141 vta./1142, abss. a las poss. cuarta, sexta y décimoséptima del prealudido pliego, arts. 415 y 421 del CPC; y pericia contable de fs. 1235-1241, art. 474, ibídem; e informe de fs. 8-8 vta., art. 394, ibídem), habiéndose dispuesto las ventas para -aparentemente- aventar el "alto costo de mantenimiento" de las propiedades (v. fs. 513-513 vta., art. 385 del CPC) (v. su numeral 2º).


Asimismo, la falta de interés en la realización de los actos, pues a los supuestos compradores no les reportaban utilidad alguna, domiciliándose todos ellos fuera de esta ciudad (v. a fs. 1140 y 1140 vta., abss. a la poss. prim. a terc. inclusive y a la octava del pliego de fs. 1138-1139; art. 421 del CPC), habiéndole otorgado al codemandado CHAIA sendos poderes irrevocables de administración y disposición, contemporáneos a las ventas, eximiéndoselo de su obligación de rendir cuentas (v., a fs. 1140 vta. y 1142, abss. a la poss. octava y a la prim.ampliat.; art. 421 citado; y documentales de fs. 517-518 vta., 531-532 vta. y 539-540 vta.; art. 385 tamb.citado) (v.su numeral 3º).


Finalmente, la importancia de los bienes vendidos para la sociedad, a la que prácticamente se la despatrimonializaba (v., a fs. 1140 vta., abs. a la pos. octva.; art. 421 citado), realizándose sus ventas simultáneas y cuasi en bloque (v. fs. 514-516, 519-521, 522-524 vta., 528-530 vta., 533-535 y 536-538 vta., art. 385 citado) (v. su numeral 4º).


Respecto de los indicios extraídos de las modalidades de los contratos (v. "ut-retro", literal b), se destaca el pago anticipado de los precios fijados (v. fs. 515, 520, 523, 529, 533 vta. y 537; art. 385 citado) y sus vilezas(v. pericia tasatoria de fs. 386-387 vta.; art. 474 del rituario) (v. sus numerales 1º y 2º).


En cuanto a los indicios que surgen de la conducta de las partes (v. "ut-retro", literal c), se observa que ALBERTO ENRIQUE CHAIA no ha hecho tradición de los raíces, como se requiere legalmente (art. 2379 del Código Civil), pues las meras expresiones contenidas en las escrituras traslativas del dominio sobre la transmisión de la posesión, son insuficientes para tener operada la tradición, ni siquiera entre las partes, por cuanto ella exige la realización de actos materiales (art. 2378, ibídem; cfr. Excma. SCBA, JA, 1959-I-387, f. 175; etc.) (v. su numeral 1º).


Ha continuado comportándose como dueño, reteniendo las posesiones inmobiliarias (v., a fs. 1126-1128 vta. y 1129-1130; art. 456 del CPC); siendo asaz sintomáticos los otorgamientos por los compradores, en forma simultánea con las ventas, de poderes irrevocables de administración y disposición, sin obligación de rendir cuentas (v. fs. 518, 532-532 vta. y 540-540 vta.; art. 385 del CPC); como así la mención en estos instrumentos de la existencia de contradocumentos, lo que evidencia incontrastablemente que las ventas eran simuladas (art. 960 del Código civil), resultando baladí que se pretenda restringir sus alcances a un elemento de los actos (precio) y no a los actos jurídicos en sí mismos (compraventa) (arts. 1321 y ccs. del fondal) (v. sus numerales 2º, 3º y 4​º).


Recapitulando: Se ha comprobado la irrealidad de las ventas en cuestión, esto es su simulación absoluta (arts. 955, 956 y ccs., ibídem; y 163 inc. 5º seg. ap. del CPC), no resultando atendible el prurito dogmático de sostener un litigio académico o doctrinal con la sentencia dictada sobre la categoría de "inexistencia" cuando, amén de los precedentes jurisprudenciales que relaciona la apelada (v. fs. 1424-1427; art. 260 "in fine" del CPC), la Excma. Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires le ha otorgado carta de ciudadanía legal a aquélla (v. LL, 1993-B-365; DJBA, 124-381; etc.). Por lo demás, entiendo, la mención sentenciatoria a tal categorización implica una noción puramente racional, pues aquí se ha debatido sobre la precripción de la acción de simulación, lo que no sería posible ante actos "inexistentes", ya que a sus respectos no seria necesario declarar "la defunción de un no nacido", sino simplemente negar sus efectivas vigencias, esto es afectar su acatamiento en forma atemporal, lo que conduciría a la imprescriptibilidad de aquélla.


De todos modos, se trata aquí de actos anulables que son aquéllos en los que la ley no puede establecer sino un principio de sanción, que será desenvuelto, definido y regulado por el Juez en función de las circunstancias particulares que el caso presenta, valoradas de acuerdo a su criterio: es una nulidad intrínsecamente dependiente de la apreciación judicial (Cfr. Excma. SCBA, DJBA, 145-25; etc.) (arts. 954 prim.ap., 956, 1037, 1045, 1048 y ccs. del Código Civil), la que conlleva los efectos de rigor (arts. 1050, 1051, 1056 y ccs., ibídem).


VI. En lo referente a la inoponibilidad de la persona jurídica "COFAMA S.A.", recuerdo que el agregado que introdujo, como apartado tercero, la Ley 22.903 (art. 1º), al artículo 54 de la Ley 19.550, receptó los principios del "disregard" anglosajón, adaptándolo a nuestro sistema normativo, a través del instituto de premención, con dos finalidades expresas, a saber: a) Permitir la imputación directa de los actos abusivos o fraudulentos a quienes los hayan cometido utilizando la sociedad como pantalla o instrumento; y b) Amén de las consecuencias que conlleva en cada caso el desbaratamiento del negocio abusivo o fraudulento según el punto anterior, sancionar la responsabilidad solidaria e ilimitada de socios y/o controlantes de la sociedad (Cfr. Zunino: "Régimen de sociedades comerciales", 4ta.ed.act, art. 54, pág. 114).


Por tanto, deviene futil encasillar a ROSA CHAIA como socia, en su carácter de heredera legitimaria de sus padres, pues "en el acervo se encuentran las acciones de la sociedad anónima COFAMA S.A. la que fuera propietaria de los bienes cuya titularidad parcial reclama" (v. fs. 1405 vta., art. 260 del CPC; los subrayados son míos). En el "acervo" no se encuentra nada (v. expte. sucesorio apiolado al presente; arts. 374 y 385 del CPC);  y las "acciones" serían sólo "papeles" al no saberse ni dónde están y al haberse disipado los bienes aportados por los occisos. A mayor abundamiento, en los autos falenciales de los CHAIA (ALBERTO y JOSE), "no existe constancia de la participación de los Fallidos en la sociedad comercial denunciada, como así tampoco de los bienes inmuebles que son objeto del presente proceso" (v. Sindicatura de la quiebra, a fs. 295-295 vta.).


Es más, y esto es definitorio, la actora no puede ser considerada "socia" de una sociedad que le fue ajena (v., a fs. 1140 vta./141, abs. a la pos. noventa del pliego de fs. 1138-1139; art. 421 citado), ni mucho menos verse alcanzada por la prescripción alegada del artículo 848 inciso 1º del Código de Comercio (se desiste o se relega la invocación del artículo 847, ibídem).


En efecto, aquélla es una "tercera", frustrada en sus derechos (art. 54 citada, tercer apartado, de la L.S,.), puesto que obra "ex persona sua" y no "ex persona defuncti". Su pretensión es directa e independiente del vínculo que la une a sus causantes.


Por tanto, actuando la misma por propio derecho, es una tercera, por más que fuera sucesora universal, y, ante ello, dispone de toda suerte de pruebas, ya que si no, "mutatis mutandi", "nunca sería posible la acción de colación (ni la de reducción, agrego por mi parte) y los padres tendrían las manos libres para simular donaciones y perjudicar la igualdad hereditaria", violando impunemente la ley (Cfr.C.Civ.1ra., JA, 19-715, voto del doctor COLMO).


Esto es, como lo sienta una profusa doctrina judicial: "los que actúan como herederos forzosos y en amparo de sus legítimas, esgrimiendo derechos que provienen de la ley, frente a los actos realizados por el causante y que consideran lesivos de sus derechos, obran como terceros y pueden servirse de toda clase de pruebas para determinar la simulación" (Cfr., entre otros tribunales, Excma. SCBA, JA, 50-643; v. CAMARA: Ob.cit., págs. 189-191, núm. 129 "b", espec. nota 121); ello "aunque en el momento de realizarse (el acto simulado) las partes no hayan tenido tal intención" (Cfr. C.Apel.Mendoza, J.M. Tomo 1, pág. 350; ídem Aut. y Ob.últ.cits., pág.191, nota 121 "in fine").


Y esto último guarda correlación con el dato que aunque se aseverara, en principio, que la desfiguración del rol societario, tuviera como objeto inmediato burlar a los acreedores de la sociedad de hecho "KUEROS JO", como así las transferencias de los bienes de "COFAMA S.A." a terceros (arg. art. 1051 del Código Civil), ello encuentra valladares en que los co-contratantes (SASSI, TESTINI y LINA) no son de "buena fe"; y en que los actos simulados resultan ser secuencias de un propósito que no es causal sino provocado, rematando en la material exclusión de la heredera forzosa ELENA ROSA CHAIA (arts. 3410 y ccs. del Código Civil), más allá de su legitima (arts. 3591-3593, 3599, 3605 y ccs., ibídem), de la herencia de sus padres (arts. 1830-1832, ibídem).


En vano, entonces, postular vincular a la "inacción" de la demandante con la prescripción dispuesta en el artículo 848 inciso 1º del Código mercantil, puesto que no fue "socia" y es una "tercera" con relación a la susodicha "sociedad" COFAMA, conformada para desbaratar, con otros, sus propios derechos como heredera legitimaria.


VII. Apostado por ALBERTO ENRIQUE CHAIA la suerte del proceso acumulativo (arts. 87 y 88 del CPC) incoado por su hermana de sangre, a las resultas de sus agravios referidos a la caducidad, a la prescripción, a la simulación y a la inoponibilidad de la personalidad societaria, no mejor recepción pueden tener sus declamadas cuitas con relación a los daños y perjuicios acogidos por el "a-quo", puesto que la infundabilidad de aquéllos tiñe de horfandad la apelación respecto de estos últimos (art. 260 del CPC), provocando -en el tramo- su deserción y la firmeza del fallo en crisis (art. 261, ibídem).


VIII. Por último, se gestiona por el recurrente la nulidad del mismo (art. 253, ibídem) por haber correspondido el proceso a la competencia del Juez de su falencia. Desde el atalaya de lo resuelto a fs. 307-308, concluyo con la repulsa de su argumentación, pues habiendo actuado la preclusión temática, no puede volverse machaconamente sobre tal etapa y aspecto procedimental, alcanzados por su "consumo" procesal.


Señalo, también, que el Juez no tiene el deber legal de valorar todas y cada una de las pruebas producidas, sino sólo de aquéllas que repute esenciales y decisivas para dictar su fallo (art. 384 seg. parágrafo del CPC).


IX. Como colofón: Debe confirmarse la sentencia tríplemente apelada, deserciones individuales y parciales mediantes, imponiéndose costas de Alzada a los recurrentes vencidos (arts. 68, 75 y ccs. del CPC).


VOTO POR LA AFIRMATIVA.


Los señores jueces doctores Cazeaux y Font votaron en igual sentido por los mismos fundamentos.


A LA SEGUNDA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR AZPELICUETA DIJO:


Conteste quedó votada la cuestión retropróxima, corresponde: a) Confirmar, en cuanto fue materia de recursos admisibles, la sentencia de fs. 1339-1358 vta.; b) Imponer costas de Alzada a los recurrentes vencidos (arts. 68, 75 y ccs. del CPC); c) Diferir para oportunidad postrera la regulación de honorarios profesionales (arts. 31, 51 y ccs. de la Ley 8904); y d) Tener presente el caso federal reservado a fs. 1401 (art. 14 de la Ley 48).


TAL ES MI VOTO.


Los señores jueces doctores Cazeaux y Font votaron en igual sentido por los mismos fundamentos.


Con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente:

- - - - - - - - - -S E N T E N C I A- - - - - - - - - -


Por los fundamentos consignados en el precedente acuerdo, a) Se confirma, en cuanto fue materia de recursos admisibles, la sentencia de fs. 1339-1358 vta.; b) Se imponen costas de Alzada a los recurrentes vencidos (arts. 68, 75 y ccs. del CPC); c) Se difiere para oportunidad postrera la regulación de honorarios profesionales (arts. 31, 51 y ccs. de la Ley 8904); y d) Se tiene presente el caso federal reservado a fs. 1401 (art. 14 de la Ley 48). Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 inc. 12 C.Pr.). Devuélvase.-

JOSE MANUEL CAZEAUX
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